






Alojamiento en el desplazamiento
Los refugiados y la ciudad: la Nueva Agenda Urbana de 
ONU-Hábitat 
Raffael Beier y Jasmin Fritzsche
La protección especial para los refugiados y las personas desplazadas debería formar parte de 
las políticas de vivienda de los países.
La Nueva Agenda Urbana de ONU-HABITAT 
adopta el lenguaje de los derechos humanos, 
con repetidas referencias a los principios 
de no discriminación “con independencia 
de su situación de residencia”1. Al contrario 
que su antecesor, Hábitat II, la Agenda 
solicita la inclusión de los refugiados 
urbanos en las estructuras de la ciudad. 
Sin embargo, sigue siendo un documento 
no vinculante a nivel jurídico y carece de 
mecanismos para hacer que se cumpla. 
Como preparación para Hábitat III (la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenible que 
tuvo lugar en octubre de 2016), un documento 
de exposición de problemas codirigido por 
ACNUR (la Agencia de la ONU para los 
Refugiados), la OACDH (la Oficina del Alto 
Comisionado para los Derechos Humanos) y 
la OIM (la agencia de migración de la ONU) 
afirma la importancia del espacio urbano para 
la protección de los refugiados2. A raíz de que 
la mayoría de los refugiados y desplazados 
internos viven en zonas urbanas, admite la 
complejidad del proceso de reconocimiento 
legal de los migrantes y refugiados y la 
importancia de la condición jurídica como 
precondición para la protección y la asistencia. 
Este documento de exposición de problemas 
concluye que los ayuntamientos están 
desconectados de las políticas migratorias 
nacionales y argumenta que la inclusión de 
cuestiones relacionadas con la migración y el 
desplazamiento en la planificación urbanística 
y de desarrollo les empoderaría de forma que 
pudieran ofrecer servicios con independencia 
del estatus legal. Con esto, el documento no 
solo pide un enfoque para la provisión de 
servicios basado en los derechos humanos 
sino también una mejor planificación de los 
movimientos de la población a nivel municipal. 
Fragmento del Artículo 28 de la Nueva 
Agenda Urbana: “[...] si bien el movimiento de 
grandes poblaciones en pueblos y ciudades 
plantea diversos problemas, también 
puede aportar importantes contribuciones 
sociales, económicas y culturales a la vida 
urbana.  Nos comprometemos además [...] 
a apoyar a las autoridades locales en el 
establecimiento de marcos que permitan 
la positiva contribución de los migrantes 
a las ciudades y el fortalecimiento de los 
vínculos entre las zonas urbanas y rurales”. 
Sin embargo, la Agenda carece de un 
compromiso concreto con las necesidades 
específicas de los refugiados y desplazados 
internos, y se limita a incluir a los primeros 
como categoría de colectivo dentro de un 
listado más amplio compuesto por diferentes 
tipos de poblaciones “vulnerables”. Las 
referencias a los refugiados y desplazados 
internos —así como a la frase “sea cual sea su 
estatus migratorio”— están ausentes en otros 
artículos clave que abogan por el acceso al 
alojamiento y a los servicios públicos. Además, 
los colectivos de la sociedad civil han sido 
muy críticos con el hecho de que al igual que 
su predecesor, el Programa Hábitat, la Nueva 
Agenda Urbana no sea legalmente vinculante 
y carezca de cualquier tipo de referencia a la 
evaluación y el seguimiento independientes. 
La actitud de muchos Gobiernos hacia los 
refugiados urbanos —pese a haber participado 
en Hábitat III—sigue siendo escéptica. Prefieren 
las soluciones basadas en los campamentos.
Si se quiere convencer a más Gobiernos 
de que dejen de lado su escepticismo hacia 
los refugiados urbanos y las políticas urbanas 
inclusivas serán necesarias más iniciativas 
cooperativas entre ACNUR y ONU-Hábitat. 
En el contexto de la crisis siria, ONU-Hábitat 
en el Líbano se ha ido centrando cada vez más 
junto a numerosos socios en las cuestiones 
que afectan a los refugiados urbanos y en su 
alojamiento a lo largo de los últimos cuatro 
años, en el transcurso de los cuales ACNUR 
y ONU-Hábitat han realizado un estudio 
conjunto sobre tierras, vivienda y cuestiones 
de propiedad en el Líbano y la influencia del 
desplazamiento forzado3. El estudio criticó que 
en aquel momento las agencias humanitarias 
se centraran en el alojamiento a corto plazo 
y pedía un enfoque más orientado hacia el 
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estrecha entre las dos agencias es el que 
encontramos en Kenia donde, en julio de 2016, 
ONU-Hábitat y ACNUR firmaron oficialmente 
un memorando de entendimiento. Uno de los 
proyectos clave de la nueva cooperación se 
centraba en el desarrollo e implementación 
de la planificación espacial y el diseño de 
infraestructuras de un nuevo asentamiento 
en el condado de Turkana4. Este tipo de 
cooperación aunaba la experiencia de ambas 
agencias y ojalá se produjesen más a menudo. 
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La provisión de alojamiento y la soberanía estatal  
en Calais  
Michael Boyle
Durante los últimos veinte años, la provisión de alojamiento por parte del Gobierno para la 
población migrante de Calais ha priorizado la afirmación de la autoridad estatal por sobre la 
reducción del sufrimiento humano. Las políticas en 2015-2016, que implicaron la destrucción 
de alojamientos informales y el suministro de alojamiento alternativo básico, continuaron esta 
tendencia.
Como respuesta a la gran población de 
migrantes indocumentados en el puerto 
norte de Calais, los gobiernos franceses 
sucesivos han aumentado la seguridad 
alrededor de la frontera y controlan el acceso 
de los migrantes a los alojamientos en las 
inmediaciones de Calais. Durante más de 
veinte años, ha existido un patrón que implica 
alternar entre la provisión de alojamiento y 
los desalojos o las reubicaciones forzadas. 
Se han abierto y cerrado centros de acogida; 
también se ha permitido que se desarrollen 
campamentos para luego acabar con ellos. 
Para enero de 2016, cuando el Ministro 
del Interior francés ordenó la destrucción del 
campamento informal conocido como “La 
Jungla” y la reubicación de sus residentes, 
la población de migrantes del campamento 
estaba compuesta por unas 6000 personas. “La 
Jungla” fue desmantelada en dos fases durante 
un período de ocho meses. Durante la primera 
fase, algunas de las personas desalojadas 
fueron reubicadas en una instalación 
temporal construida junto al campamento con 
contenedores marítimos readaptados1. En lugar 
de eso, muchos optaron por trasladarse a la otra 
zona del campamento, que todavía estaba en 
pie. En la segunda fase de demolición, la policía 
antidisturbios utilizó gases lacrimógenos, 
cañones de agua y balas de goma para 
desalojar a todos, incluidos los residentes que 
vivían en la instalación de contenedores. 
Los funcionarios siempre han justificado la 
provisión y destrucción de alojamientos para 
los migrantes en Calais por medio del uso del 
lenguaje del humanitarismo, ya que citan las 
malas condiciones en que vivían los habitantes. 
Sin embargo, la “respuesta humanitaria” del 
Estado a las condiciones de “La Jungla” en 
2016 fue desalojar de forma violenta a miles de 
personas (la mitad de ellas vio como destruían 
sus hogares dos veces), alojar temporalmente 
a una minoría en contenedores de marítimos 
que no cumplían con las normas humanitarias 
internacionales y, en última instancia, 
reubicar a las personas en instalaciones 
que muchas decidieron abandonar, ya 
que preferían dormir en las calles.
El campamento “La Jungla” desafió la 
soberanía del Estado francés. Aunque la 
población de migrantes tenía permitido ocupar 
el sitio en Calais, la construcción autónoma 
de un asentamiento semipermanente que 
para 2016 alojó a varios miles de personas 
